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La naturaleza jurídica 
de los instrumentos de 
planeamiento urbanístico
Nuestro ordenamiento jurídico configura el dere-
cho de propiedad como un derecho estatutario, es 
decir, cuya materialización mediante el ejercicio de 
la facultad de edificación requiere que con carácter 
previo su titular cumpla con los deberes y cargas im-
puestos por la legislación de ordenación del territo-
rio y urbanística. De este modo la edificabilidad no 
se integra directamente en su contenido, sino que 
resulta del levantamiento de las citadas cargas.

En esta situación juegan un papel esencial los ins-
trumentos de planeamiento y en particular el Plan 
General, por tratarse de la principal figura de pla-
neamiento dentro del ámbito municipal dada su 
función de ordenar integralmente aquél -puede 
abarcar incluso a varios términos municipales-, cla-
sificar sus suelos y fijar su estructura general. Sin 
embargo, éste no es el único instrumento, pues las 
normativas autonómicas en materia de urbanismo 
reconocen la existencia de otros planeamientos ta-
les como los Planes Parciales o Planes Especiales, 
por medio de las cuales tiene lugar el desarrollo de 
las directrices contenidas en el planeamiento gene-
ral, que voluntariamente opta por prescindir de la 
regulación de ciertos a cuya ordenación queda rele-
gada a la aprobación de aquéllos. En estos casos, és-

tos son instrumentos subordinados al planeamien-
to general que no pueden existir sin él, sin perjuicio 
de realizar dos puntualizaciones: 

•	 Algunas normativas autonómicas contemplan 
la posibilidad de que estos instrumentos de de-
sarrollo puedan alterar la ordenación porme-
norizada del Plan General si éste no lo prohíbe, 
siendo en todo caso un límite la no afección a su 
ordenación estructural.

•	 Los Planes Especiales pueden desarrollar y com-
pletar las determinaciones del planeamiento ge-
neral, sin perjuicio de que algunas legislaciones 
autonómicas reconozcan además la posibilidad 
de aprobar esta clase de instrumentos sin ne-
cesidad de contar con un Plan General previo 
y aprobado (entre otros, art. 62 y 63 del Texto 
Refundido de la Ley de Urbanismo de Aragón, 
y 51 de la Ley 11/2018, de 21 de diciembre, de 
ordenación territorial y urbanística sostenible 
de Extremadura, 70.2 de la Ley 2/2016, de 10 
de febrero, del suelo de Galicia, y 45.1 de la Ley 
12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de 
las Illes Balears).

La determinación de la naturaleza jurídica del Plan 
General, al igual que los de los restantes instrumen-
tos de desarrollo, no ha sido una cuestión exenta de 
polémica, pudiéndose distinguir tradicionalmente 
dos posturas doctrinales:
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1.	La primera de ellas es la acogida por nuestra ju-
risprudencia y casi unánime entre la doctrina, que 
les atribuye la condición de normas de carácter 
reglamentario y, por tanto, integradas en el orde-
namiento jurídico. 

Como argumentos a su favor aluden, entre otros, 
a los siguientes: 

•	 Son instrumentos que contienen una regulación 
de carácter abstracto.

•	 Configuran el contenido del derecho de propie-
dad, dado que por medio de ellos se establece la 
ordenación del suelo de los municipios. 

•	 La producción de sus efectos queda relegada 
a la necesaria publicación, tanto de su acuerdo 
de aprobación como de sus normas urbanísti-
cas (entre otros, art. 80.1 del Texto Refundido 
de la Ley de Urbanismo de Aragón, 84 de la Ley 
2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial 
y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria, y 
41 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Or-
denación Urbanística de Andalucía).

•	 Producen efectos erga omnes (entre otros, art. 
79.1 del Texto Refundido de la Ley de Urbanis-
mo de Aragón, y 42.1 e) del Texto Refundido de 
la Ley de Ordenación del Territorio y de la Activi-
dad Urbanística.

•	 Pueden ser objeto de impugnación indirecta (art. 
26 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-administrativa).

•	 Tienen una vigencia indefinida (entre otros, art. 
83.1 del Texto Refundido de la Ley de Urbanis-
mo de Aragón, 67 de la Ley 5/2014, de 25 de ju-
lio, de Ordenación del Territorio, Urbanismo y 
Paisaje, de la Comunitat Valenciana, y 56.1 de la 
Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Cas-
tilla y León).

Actualmente algunas normativas autonómicas 
recogen expresamente esa naturaleza reglamen-
taria (art. 84.1 de la Ley 2/2016, de 10 de febrero, 
del suelo de Galicia y 84 del Texto Refundido de la 

Ley de Urbanismo de Cataluña).

Respecto a la postura de nuestros tribunales, su 
defensa del carácter reglamentario que se recoge 
en las sentencias más actuales, como tendremos 
ocasión de comprobar, la encontramos ya en sus 
sentencias de los años 80 donde nuestro Tribunal 
Supremo ya se posicionó a favor de esta premisa. 

Cabe aludir entre otras, a su Sentencia de 9 de 
julio de 1991 (Rec. 478/1989) en la que se dispuso 
lo siguiente, 

“... En cuanto a la primera de las indicadas cuestio-
nes será de significar que el planeamiento es una 
decisión capital que condiciona el futuro desarrollo 
de la vida de los ciudadanos, al trazar el entorno 
determinante de un cierto nivel de calidad de vida. 
En otro sentido, integra una intensa regulación de 
la propiedad privada, dibujada, así, con rango re-
glamentario en virtud de la habilitación establecida 
en el art. 76 del Texto Refundido de la Ley del Suelo 
en relación con la expresa dicción del art. 33,2 de 
la Constitución. De aquí deriva y la trascendental 
importancia del procedimiento de elaboración de 
los planes, precisamente para asegurar su “legali-
dad, acierto y oportunidad” - art. 129 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo-. Entre sus trámites 
destacan aquellos que tienden a lograr la participa-
ción ciudadana, ya prevista en el art. 4º,2 del Texto 
Refundido y ampliada por el Reglamento de Planea-
miento...

Mas concretamente, en lo que ahora importa, ha 
de advertirse que la Memoria integra ante todo la 
motivación del plan, es decir, la exteriorización de 
las razones que justifican el modelo territorial ele-
gido y, por consecuencia, las determinaciones del 
planeamiento. Y tal Memoria no es un documento 
accidental, que pueda existir o no, sino una exigen-
cia insoslayable de la Ley - art. 12,3, a) del Texto 
Refundido-. Las normas, en nuestro sistema jurídico, 
pueden tener o no un preámbulo o exposición de 
motivos. Sin embargo, el Plan que tiene una clara 
naturaleza normativa - sentencias de 7 de febrero 
de 1987, 17 de octubre de 1988, 9 de mayo de 
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1989, 6 de noviembre de 1990, 22 de mayo de 
1991, etc.-, exige como elemento integrante esen-
cial la Memoria...”

2.	Frente a esta postura mayoritaria se alza la voz de 
quienes defienden su naturaleza de acto admi-
nistrativo de carácter general basando sus argu-
mentos en los siguientes aspectos: 

•	 No todo su contenido tiene carácter normativo, 
dado que no se le puede atribuir éste a los pla-
nos de información u ordenación.

•	 Pueden ser objeto de aprobación por silencio 
administrativo (entre otros, los art. 25.5 del Tex-
to Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación 
Urbana, 49.5 del Texto Refundido de la Ley de 
Urbanismo de Aragón, 161.1 de la Ley 13/2015, 

de 30 de marzo, de ordenación territorial y ur-
banística de la Región de Murcia, y 149.1 de la 
Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de los Es-
pacios Naturales Protegidos de Canarias), lo que 
constituye una característica propia de los actos 
administrativos.

•	 No tiene lugar una publicación íntegra de su con-
tenido, publicándose solo una parte del mismo.

•	 Entre su contenido existe regulación de carácter 
detallado, como por ejemplo la ordenación por-
menorizada del suelo urbano consolidado. 

La invalidez de los 
instrumentos de 
planeamiento. Nulidad 
total y/o parcial. 
Convalidación o 
conservación.
Planteadas ambas posturas y asumiendo la mayo-
ritaria entre la doctrina y la jurisprudencia, es decir 
su naturaleza de normas de carácter reglamenta-
rio, debemos analizar una consecuencia inmediata 
derivada de ellos como es la clase de invalidez que 
puede afectar a los instrumentos de planeamiento.

Conforme a los artículos 47 y 48 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas (en adelan-
te LPAC), la invalidez puede ser de dos tipos, nulidad 
de pleno derecho y anulabilidad, sin perjuicio de la 
posibilidad de que puedan existir vicios no invali-
dantes. Mientras que los actos administrativos pue-
den incurrir indistintamente en cualquiera de ellos, 
siendo la regla general la anulabilidad, la jurispru-
dencia considera que los instrumentos de planea-
miento, dada su naturaleza de disposiciones de 
carácter general, sólo pueden incurrir en nulidad 
de pleno derecho, con independencia de que sus vi-
cios sean de carácter material o formal. Para llegar a 
esta conclusión recurren, como a continuación com-
probaremos, a la propia literalidad del artículo 47.2 
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de la LPAC, que textualmente indica lo siguiente, 

“También serán nulas de pleno derecho las dispo-
siciones administrativas que vulneren la Constitu-
ción, las leyes u otras disposiciones administrativas 
de rango superior, las que regulen materias reserva-
das a la Ley, y las que establezcan la retroactividad 
de disposiciones sancionadoras no favorables o res-
trictivas de derechos individuales”

Además, si bien como regla general el vicio de nu-
lidad de pleno derecho afectará a todo el instru-
mento de planeamiento, no es menos cierto que 
nuestro Tribunal Supremo también ha reconocido 
la posibilidad de que esa declaración de nulidad 
de pleno derecho sea parcial, es decir, que afecte 
únicamente a una parte o zona cuando ésta pueda 
individualizarse y no afecte al resto de determina-
ciones del planeamiento. Así se reconoce en la Sen-
tencia del Tribunal Supremo de 27 de mayo de 2020 
(Rec. 6731/2018), 

“... Conforme a lo expuesto, debemos señalar que, 
si hemos concluido que los planes de urbanismo 
son reglamentos, y es ese axioma incuestionable 
(además de las sentencias antes reseñadas, las más 
antiguas de 7 de febrero de 1987, 17 de octubre de 
1988, 9 de mayo de 1989, 6 de noviembre de 1990 
, 22 de mayo de 1991, citadas en la de 9 de julio 
de 1991, dictada en el recurso de apelación 478 / 
1989), a su régimen jurídico hemos de estar y no 
someterlo, por sus peculiaridades, a un régimen 
que tome normas del régimen de la actividad ad-
ministrativa más allá de lo que el propio Legislador 
autorice, ... si los planes de ordenación tienen na-
turaleza reglamentaria, no existe razón jurídica 
alguna para hacerlos peculiares respecto de la 
impugnación de cualquier otra norma reglamen-
taria, porque la ley no los somete a un régimen es-
pecial, lo cual comporta que no pueden aplicarse 
normas peculiares al margen de lo que es propio de 
esas instituciones...

Lo que si nos interesa destacar es que, conforme a 
ese régimen de nuestra legislación, ahora recogido 

en los artículos 47 y 48 de la Ley del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Pú-
blicas, que ha mantenido esa tradición, se ha reser-
vado para los reglamentos solamente la nulidad, 
como claramente se ha de concluir de los mencio-
nados preceptos de manera clara y sin requerir, ni 
autorizar, interpretaciones que permitan alterar ese 
diferente y excluyente régimen; lo cual ha sido de-
clarado reiteradamente por la jurisprudencia, como 
después se verá..”. 

SEXTO.- Sobre la nulidad parcial de los Planes...

En efecto, en el razonamiento de la sentencia, en la 
medida que el referido informe de la Administración 
de Costas afecta solo a una parte de las previsiones 
del planeamiento --”... no afecta a la totalidad del 
Plan...”-- se considera que la nulidad declarada se 
limite “a la parte que incide sobre el dominio públi-
co marítimo terrestre y sus zonas de servidumbre”, 
dejando vigente el resto del Plan, es indudable que 
la declaración que se hace en la sentencia que se re-
visa incide en lo que se ha expuesto anteriormente. 

Ahora bien, si ha de considerarse que la regla ge-
neral es la declaración de nulidad del Plan, en la 
medida en que esa declaración de nulidad no puede 
hacerse por áreas o sectores sin que se vean afecta-
dos los restantes en las determinaciones generales 
que comporta la potestad del planeamiento, es in-
dudable que cuando pueda individualizarse una 
concreta zona o sector, o unas concretas determi-
naciones de igual naturaleza, que tenga un gra-
do de individualización tal que sus determinacio-
nes no afecten al resto del territorio planificado, 
nada impide que pueda limitarse la declaración 
de nulidad a esa zona o zonas concretas. Es más, 
ese debe ser el criterio que impone la propia Juris-
prudencia, que cuando examina la legalidad de las 
disposiciones reglamentarias que no tienen las pe-
culiaridades del planeamiento, la nulidad se predica 
de preceptos concretos, sin que ello comporte la nu-
lidad de todo el reglamento impugnado, a salvo de 
aquellos que pudieran traer causa de los preceptos 
declarados nulos de pleno derecho...
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SÉPTIMO. Interpretación que se propone sobre la 
cuestión que suscita interés casacional. 

De lo expuesto en los anteriores fundamentos hemos 
de concluir que los vicios de procedimiento esencia-
les en la elaboración de los Planes de Urbanismo 
comportan la nulidad de pleno derecho de todo el 
Plan impugnado, sin posibilidad de subsanación del 
vicio apreciado a los efectos de mantener la vigencia 
del Plan con una ulterior subsanación. No obstante 
lo anterior, en aquellos supuestos en que el vicio 
apreciado para la declaración de nulidad pue-
da individualizarse respecto de un determinado 
ámbito territorial del Plan o concretas determi-
naciones, sin que tenga relevancia alguna res-
pecto del resto de ese ámbito territorial, puede 
declararse la nulidad del plan respecto de esas 
concretas determinaciones, sin que ello autorice a 
considerar la nulidad de pleno derecho subsanable 
con la retroacción del procedimiento...”

Criterio éste, el de la nulidad parcial, que también se 
recoge en sus Sentencias de 4 de marzo de 2020 (Rec. 
2560/2017), 16 de febrero de 2021 (Rec. 8387/2019 y 

8388/2019), y 22 de julio de 2021 (Rec. 3920/2020).

En este contexto de nulidad de pleno derecho de los 
instrumentos de planeamiento por vicios de invali-
dez se han planteado dudas sobre la posibilidad de 
recurrir a las figuras de la conservación de actos y 
trámites y la convalidación, reguladas en los artícu-
los 51 y 52 de la LPAC respectivamente.  Ambas fi-
guras responden a un principio de economía proce-
dimental y tienen como objetivo no repetir aquellos 
trámites cuyo contenido no habría cambiado de no 
haberse incurrido en un vicio de invalidez, así como 
confirmar el acto viciado de invalidez. 

Al respecto hay que indicar que nuestro Tribunal 
Supremo se opone radicalmente a su aplicación a 
los instrumentos de planeamiento. Éstos son dis-
posiciones de carácter general y por tanto no les son 
aplicables figuras creadas para los actos adminis-
trativos viciados de invalidez. La ya citada Senten-
cia de 27 de mayo de 2020 (Rec. 6731/2018) alude a 
ello en los siguientes términos,

“...QUINTO. Sobre la orden de retroacción del pro-
cedimiento. 

No se trata con lo expuesto de hacer una mera dis-
quisición teórica, porque de esa premisa concluyó 
la Sala de instancia en una relevante decisión, cual 
es la de ordenar la retroacción del procedimiento al 
momento anterior a la emisión del informe en mate-
ria de costas --es decir, al momento inmediatamente 
anterior a la aprobación definitiva del Plan-- para 
que se subsane el referido informe o, en palabras 
de la sentencia, “ para que pueda suplirse tal falta 
emitiendo el referido informe.”...

Pero esa declaración se corresponde mal con la 
propia naturaleza de las instituciones. Ya de entra-
da y como se ha dicho, lo que se declara no es la 
anulación del procedimiento, sino la nulidad del 
mismo Plan, en el ámbito en que se hace. El que esa 
declaración se funde en vicios del procedimiento 
no deja de ser irrelevante, pese a ser la causa de tal 
declaración, como ya se ha dicho. Y la consecuencia 
de esa declaración de nulidad hace desaparecer el 
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Plan, en la parte afectada, del mundo jurídico, deja 
de ser norma. 

En ese sentido debe traerse aquí a colación lo que 
se declaró por esta misma Sala del Tribunal Su-
premo en la antes mencionada sentencia, de 28 de 
septiembre de 2012, en relación con este debate, 
en normativa referida a la Ley de Procedimiento de 
1992, en lo que atañe al caso de autos, en todo pun-
to idéntico a actual de 2015:

“... (N)nuestro ordenamiento jurídico reserva para 
las disposiciones generales... la consecuencia más 
severa: la nulidad plena, ex artículo 62.2 de la Ley 
30/1992 ... Este grado máximo de invalidez al que se 
somete a las disposiciones generales comporta que 
los efectos de la nulidad se producen ex tunc des-
de el momento inicial y, por ello, no pueden ser 
posteriormente enmendados... La nulidad es de 
una parte del plan, pero esa parte es nula de pleno 
derecho, con los efectos propios de esta categoría 
de invalidez. De modo que no puede sostenerse con 
éxito que cuando se declara nula una parte de un 
texto normativo, y no en su integridad, se diluyan o 
mermen los efectos de esa nulidad plena... La mis-
ma naturaleza normativa de las determinaciones 
del plan, declaradas nulas, hace inviable la aplica-
ción de los principios de conservación y de conva-
lidación. En efecto, la conservación prevista en el 
artículo 66 de la Ley 30/1992 se refiere a los actos y 
trámites y el presupuesto de hecho del que parte tal 
precepto es que se haya declarado la nulidad o se 
anulen las actuaciones...

 Y así, en la antes mencionada sentencia de 2012, 
declaramos al respecto: 

“Igualmente, sobre la conservación y convalida-
ción, hemos señalado que no hay conservación 
ni convalidación de trámites necesarios en la 
aprobación de un instrumento de ordenación 
urbanística, dado que se trata de disposiciones 
de carácter general y la ausencia de requisitos 
formales, a diferencia de lo que sucede con los 
actos, acarrea su nulidad radical, (...)”

Los efectos de la nulidad 
del plan general en su 
planeamiento de desarrollo
Tal y como ya hemos expuesto al hablar de los ins-
trumentos de planeamiento es posible distinguir 
entre el Plan General, cuya finalidad es llevar a cabo 
la ordenación integral de un municipio, y los planes 
derivados, que desarrollan sus determinaciones 
y están habilitados para modificar su ordenación 
pormenorizada pero no su ordenación estructural. 
Por tanto, las relaciones entre el Plan General y los 
planes de desarrollo tales como planes parciales o 
planes especiales -con la particularidad expuesta en 
el apartado primero- se rigen por el principio de je-
rarquía normativa. 

Es precisamente este principio junto al efecto “ex 
tunc” de la declaración de nulidad, al que nos re-
feriremos a continuación, lo que determina que la 
nulidad del Plan General arrastre a los planes de 
desarrollo, con independencia de si estos últimos 
hubieran sido o no objeto de impugnación, directa 
o indirecta. 

La nulidad del Plan General determina la imposibi-
lidad de aprobar nuevos planes de desarrollo, infe-
riores en la gradación jerárquica de los instrumen-
tos de planeamiento, como sucede con los planes 
parciales que pretendan ampararse en aquella re-
gulación, pues quedarían ayunos de cobertura nor-
mativa. Los límites del ejercicio de la potestad regla-
mentaria, del que son expresión los instrumentos 
de planeamiento, demandan el cumplimiento del 
principio de jerarquía normativa (artículo 9.3 de la 
Constitución). De este modo nuestro ordenamiento 
jurídico, como todo sistema normativo, ha de prever 
los mecanismos que impiden la existencia de regu-
laciones contradictorias. 

La nulidad de pleno derecho de un instrumento de 
planeamiento, como sabemos, tiene como conse-
cuencia su expulsión del ordenamiento jurídico, pu-
diendo imputársele efectos “ex tunc” y no “ex nunc”, 
es decir, los efectos de la declaración de nulidad no 
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se producen desde que ésta se declara, sino desde 
el mismo momento en que tuvo lugar la aprobación 
del instrumento de planeamiento. Así lo reconoce 
nuestro Tribunal Supremo en su Sentencia de 28 de 
septiembre de 2012 (Rec. 2092/2011), 

“...De modo que se ha declarado la nulidad de una 
disposición de carácter general, de una norma de 
rango reglamentario, pues tal es la naturaleza de 
los planes de urbanismo, según venimos declaran-
do desde antiguo, pues “ el Plan, que tiene una clara 
naturaleza normativa - sentencias de 7 de febrero de 
1987 , 17 de octubre de 1988 , 9 de mayo de 1989 , 
6 de noviembre de 1990 , 22 de mayo de 1991 , etc 
.”, por todas, STS de 9 de julio de 1991 (recurso de 
apelación nº 478 / 1989). Pues bien, nuestro orde-
namiento jurídico reserva para las disposiciones 
generales que hayan vulnerado la Constitución, 
las leyes u otras disposiciones administrativas 
de superior rango, la consecuencia más severa: 
la nulidad plena, ex artículo 62.2 de la Ley 30/1992 
. Y en el caso examinado basta la lectura de la Sen-
tencia del Tribunal Superior y luego de este Tribunal 
Supremo para constatar que la nulidad se deriva de 
una flagrante infracción legal. 

Este grado máximo de invalidez al que se somete a 
las disposiciones generales comporta que los efec-
tos de la nulidad se producen “ ex tunc “, des-
de el momento inicial y, por ello, no pueden ser 
posteriormente enmendados...”

Y esos efectos “ex tunc” de la nulidad de pleno dere-
cho del Plan General se extienden al planeamiento 
de desarrollo, cuya nulidad no tendrá un carácter 
sobrevenido sino originario como la del Plan Gene-
ral. 

Así queda reflejado en la reciente Sentencia del Tri-
bunal Supremo de 29 de abril de 2021 (Rec. 218/2020),

“... QUINTO. La cuestión que presenta interés ca-
sacional objetivo.

La cuestión sobre la que tenemos que pronun-
ciarnos hace referencia a los efectos que haya 
de atribuirse a la declaración jurisdiccional 

de nulidad de un Plan General sobre sus ins-
trumentos de desarrollo y, más precisamente, 
sobre un Plan Parcial, cuestión sobre la que exis-
te abundante jurisprudencia, como reconocen, 
tanto las partes como la sentencia recurrida, que 
dice no cuestionarse. 

Y ciertamente, es abundante la jurisprudencia 
que, partiendo de la naturaleza normativa de los 
planes urbanísticos, califica de nulidad de pleno 
derecho los vicios que a ellos atañen, con la 
eficacia ex tunc que le es propia, y extrae de 
ello las consecuencias inherentes a tal catego-
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ría jurídica de invalidez, consecuencias que se 
despliegan o repercuten en muy diversos aspec-
tos del planeamiento urbanístico de los que aquí 
debemos centrarnos en uno de ellos, cual es el de 
su incidencia sobre el planeamiento de desarro-
llo en la medida en que éste se encuentra estruc-
turado o interrelacionado, fundamentalmente -y 
sin perjuicio de peculiaridades que no vienen el 
caso como las que atañen a los planes especia-
les-, sobre el principio de jerarquía...

En la sentencia de 3 de marzo de 2015, rec. 4063/2013, 
FJ 5 (con referencia a las sentencias de 28 de septiembre 
de 2012, rec. 1009/2011, 15 de octubre de 2013, rec. 
3765/2010, y 13 de diciembre de 2013, rec. 1003/2011), 
dijimos lo siguiente: 

“Los efectos propios de la nulidad plena impiden 
igualmente que el ordenamiento derivado, planes 
parciales y de sectorización, puedan tener cober-
tura en las concretas normas declaradas nulas, 
como venimos señalando de modo profuso y unifor-
me en el ámbito urbanístico. En efecto, la nulidad 
de pleno derecho de la norma de cobertura, es de-
cir, de la norma que es presupuesto necesario de las 
normas sucesivas derivadas de la misma, acarrea 
la invalidez de éstas, al tratarse de una nulidad 
“ad initio””. 

Y en la sentencia de 19 de octubre de 2005, rec. 
7160/2002, FJ 9, dijimos: 

“Anulada una disposición de carácter general, o 
mejor dicho, constatada su nulidad de pleno de-
recho, pues es éste el tipo de invalidez predicable 
de las disposiciones que vulneran otra u otras de 
rango superior, devienen inválidas también las su-
cesivas disposiciones generales que tenían como 
presupuesto de validez necesario, no sustituible, 
la licitud de aquélla. Invalidez, la de las sucesivas 
disposiciones generales, que, en puridad, no es ni 
tan siquiera, o no es sólo, una invalidez sobreveni-
da, sino, más bien, una invalidez originaria, pues la 
nulidad de pleno derecho de la norma anteceden-
te, de la norma que es presupuesto necesario y no 
sustituible de las normas sucesivas, es, en principio 

o como regla de carácter general, una nulidad ad 
initio, con eficacia ex tunc.” 

Así pues, como nos recuerda la sentencia que aca-
bamos de transcribir, los efectos ex tunc propios 
de la nulidad de las disposiciones generales, como 
son los planes urbanísticos, suponen que los mis-
mos no se producen a partir de la declaración de 
nulidad, sino que se retrotraen al momento mis-
mo en que se dictó la disposición declarada nula...

Permitir que se aprueben y cobren existencia pla-
nes dictados en desarrollo de un plan general de-
clarado nulo de pleno derecho implicaría dotar de 
eficacia a una norma declarada nula ya que apro-
bar un plan subordinado a aquél constituye una 
forma de cumplimiento o ejecución de una norma 
nula, de una norma que ha sido expulsada del or-
denamiento jurídico, con la consiguiente quiebra 
del principio de jerarquía que los vincula...

SEXTO. La interpretación que fija esta sentencia. 

Conforme a lo acabado de razonar, nuestra respues-
ta a la cuestión que nos planteó el auto de admisión 
debe ser que el denominado efecto de nulidad 
en cascada que la declaración jurisdiccional de 
nulidad de un Plan General despliega sobre sus 
instrumentos de desarrollo, dado sus efectos 
ex tunc, es aplicable a aquéllos de los mismos 
que no hayan sido directa o indirectamente im-
pugnados; y dichos efectos deben considerarse 
originarios y no sobrevenidos, es decir, la nulidad 
de dicho planeamiento de desarrollo se produce, al 
igual que la del planeamiento general, desde el mis-
mo momento en que dicho planeamiento de desa-
rrollo fue aprobado y no desde el momento en que 
se declara jurisdiccionalmente nulo el planeamiento 
general que le otorgaba cobertura jurídica…” 

En términos similares las Sentencias de 28 de sep-
tiembre de 2012 (Rec. 2092/2011) y 8 de octubre de 
2013 (Rec. 2786/2010).

En contrapartida a lo indicado, consideramos opor-
tuno poner de manifiesto la previsión contenida 
en el artículo 9.3 de la Ley 4/2017, de 13 de julio, 
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del suelo y de los espacios naturales protegidos de 
canarias, que parece querer romper con la postura 
de nuestra jurisprudencia, si bien desconocemos 
cómo será aplicada e interpretada por ésta: “La inva-
lidez de un plan jerárquicamente superior no afectará 
por sí sola a los planes de desarrollo e instrumentos 
de gestión que por razón de especialidad y autonomía 
en el modelo territorial y urbanístico mantengan 
una autonomía funcional respecto de aquel”.

Los efectos de la nulidad 
del plan general o del 
planeamiento de desarrollo 
en los instrumentos 
de ejecución o gestión 
urbanística. 
Hasta el momento el estudio de la nulidad del pla-
neamiento general se han centrado en los efectos 
que ésta tiene sobre los instrumentos de planea-
miento que lo desarrolla, sin embargo en este mo-
mento debemos dar un paso más, para adentrarnos 
en las consecuencias que esa nulidad del planea-
miento puede tener en los instrumentos de gestión 
urbanística, es decir, en los documentos  cuyo ob-
jetivo es poner en práctica las previsiones contem-
pladas en el planeamiento mediante la equitativa 
distribución de beneficios y cargas. 

A diferencia de los instrumentos de planeamiento, 
que cuentan con naturaleza reglamentaria -son dis-
posiciones de carácter general-, los instrumentos de 
gestión urbanística, como los proyectos de reparce-
lación y los proyectos de urbanización entre otros, 
carecen de ella. son actos administrativos de modo 
que sólo pueden ser objeto de impugnación directa 
sin perjuicio de que indirectamente pueda impug-
narse el instrumento de planeamiento que les dé 
cobertura por entender que es contrario a Derecho. 

Como regla general y en supuestos de impugnación 
directa del planeamiento su nulidad no arrastra au-
tomáticamente la de los citados actos administrati-
vos. debe plantearse y acordarse en un incidente 

de ejecución de sentencia del artículo 109 de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Juris-
dicción Contencioso-Administrativa, según señala 
la Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de junio de 
2016 (Rec. 3716/2015). 

Entre los supuestos en que la nulidad del planea-
miento conlleva la de los actos de gestión del pla-
neamiento cabe mencionar aquéllos en los que en 
la tramitación del plan parcial se ha prescindido 
de la audiencia a los interesados (Sentencia del 
Tribunal Supremo de 12 de noviembre de 2010 (Rec. 
6045/2009), 

“... SEGUNDO .- Los dos motivos que formula la 
parte recurrente y la oposición de la parte recurrida 
ponen de manifiesto que el núcleo de las discre-
pancias entre las partes en casación radica úni-
camente en si debe o no entenderse ejecutada la 
sentencia de 8 de noviembre de 2005 mediante la 
aprobación de un nuevo plan parcial que se haga 
tras las citaciones personales para la información 
pública a los propietarios de terrenos comprendi-
dos en el ámbito del plan, como sostiene el Ayun-
tamiento recurrente. O si, por el contrario, como 
postula la mercantil recurrida, la nulidad del plan 
parcial comporta la de los actos posteriores a la 
sentencia que había declarado tal nulidad, como 
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es el caso de la aprobación de los Estatutos de la 
Junta de Compensación, constitución de la Junta, 
aprobación del proyecto de urbanización y del de 
reparcelación...

Si desgranamos la norma que proclama tal precep-
to advertimos que la misma no puede haber sido 
conculcada por la Sala de instancia. Así es, el artícu-
lo 66 se refiere al principio de conservación de “actos 
y trámites”, de manera que lo único que puede ser 
conservado son actos, pero no disposiciones ge-
nerales. Por consiguiente, ninguna objeción pue-
de oponerse a la conservación de los proyectos de 
urbanización, reparcelación y demás actuaciones 
realizadas y relacionadas por el Acuerdo del Pleno 
de 20 de abril de 2006, porque efectivamente no tie-
nen carácter normativo. 

Ahora bien, el citado artículo 66 impone al “órgano”, 
administrativo se entiende, que haya declarado la 
nulidad o anulación de actuaciones que “dispondrá 
siempre” de la conservación de determinados actos. 
Impone, no faculta, una consecuencia obligada al 
órgano administrativo, que no puede ser extendida, 
en los términos que postula la recurrente, a la ac-
tuación judicial. Repárese que la nulidad del plan 
parcial retrotrayendo la tramitación a la fase previa 
a su aprobación inicial, es lo que acuerda la senten-
cia de 2005. Retroacción que, por otra parte, va de 
suyo en todo caso, toda vez que el grado de invali-
dez en que pueden incurrir las disposiciones genera-
les es únicamente la nulidad de pleno derecho. 

Y el auto posterior de la Sala de instancia de 13 de 
julio de 2006 dispone, como antes señalamos y aho-
ra insistimos, la nulidad de los actos posteriores en 
cuestión. De manera que las incidencias acaecidas 
en la ejecución de la sentencia no se corresponden 
con el supuesto de hecho de la norma contenida en 
el mentado artículo 66, cuya infracción se alega. 

QUINTO .- Pero es que, además, el indicado artículo 
66 exige que la conservación se realice únicamen-
te respecto de actos y trámites cuyo contenido se 
hubiera mantenido igual de no haberse cometido 
la infracción. Y lo cierto es que atendida la natura-

leza de los actos cuya conservación se pretende --la 
aprobación de los Estatutos de la Junta de Compen-
sación, la constitución de la Junta, la aprobación del 
proyecto de urbanización y del de reparcelación--, y 
de la causa de nulidad del plan parcial --por falta 
de cita personal para la información pública, tras 
la aprobación inicial, a los propietarios de terrenos 
comprendidos en el ámbito del plan--, fácilmente se 
colige que no pueden entenderse que tales actos hu-
bieran tenido un contenido idéntico... 

SEXTO.- Por lo demás, tampoco concurre el supues-
to de hecho del artículo 73 de la LJCA, también ale-
gado, porque efectivamente se trata de una senten-
cia firme que anula una disposición general, pero 
respecto de actos firmes de aplicación de la norma 
antes de que la anulación alcanzara efectos gene-
rales. 

Téngase en cuenta que el expresado artículo 73, 
por elementales exigencias de la seguridad jurídica 
ex artículo 9.3 de la CE , y como ya hacía el artí-
culo 120 de la vieja LPA , deja a salvo de nulidad, 
e indemnes al contagio de la invalidez, a los actos 
firmes y consentidos dictados en aplicación de la 
disposición que resulte haya sido anulada. 

Interesa destacar que ha de tratarse de actos de 
aplicación --”que lo hayan aplicado” dice el artículo 
73 --, porque en el caso examinado los actos poste-
riores, que antes hemos citado, no son meros actos 
de aplicación de una disposición general, sino que 
añaden una cualidad superior, que son actos dic-
tados en ejecución del propio plan parcial decla-
rado nulo. Si esto es así no resulta coherente consi-
derar que no adolecen de vicio de invalidez alguna 
los actos dictados en ejecución de un plan parcial 
nulo, pues la única invalidez en que puede incurrir 
una disposición general, como antes señalamos, es 
la nulidad de pleno derecho. 

No estamos, en definitiva, ante un acto firme que 
carece del soporte normativo que le proporciona 
la disposición general, sino ante una norma regla-
mentaria, un instrumento de desarrollo urbanístico, 
que precisa, para consumarse sus previsiones y lle-
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varse a la práctica sus determinaciones, de una serie 
de actos posteriores de ejecución...”

De esta sentencia destacamos el hecho de que el 
Tribunal niegue la condición de acto de aplicación 
a los instrumentos de gestión urbanística a efectos 
del artículo 73 de la Ley 29/1998, a los que atribuye 
un plus de superioridad respecto a los de mera apli-
cación como son las licencias, que analizamos en el 
apartado siguiente. 

Los efectos de la nulidad 
del plan general o del 
planeamiento de desarrollo 
en las licencias urbanísticas 
concedidas 
La posible extensión de los efectos de la nulidad del 
planeamiento a actos administrativos como son las 
licencias urbanísticas debe partir de la distinción 
entre supuestos en los que el planeamiento ha 
sido objeto de impugnación directa o supuestos 
de impugnación indirecta con ocasión del otorga-
miento de aquélla. En el primer caso, los efectos 
de la declaración de nulidad del plan no se exten-

derán a las licencias firmes y consentidas, aspec-
to que trataremos a continuación, en el segundo 
se producirá la anulación de la licencia y por tan-
to podrá determinar la demolición de lo edificado 
(Sentencia del Tribunal Supremo de 12 de febrero 
de 2008 -Rec. 5953/2005-). 

Para poder comprender la no transmisión de efec-
tos a los actos firmes en los supuestos de impugna-
ción directa del planeamiento, debemos recurrir al 
artículo 73 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, regu-
ladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
que literalmente señala lo siguiente,

“Las sentencias firmes que anulen un precepto de 
una disposición general no afectarán por sí mis-
mas a la eficacia de las sentencias o actos admi-
nistrativos firmes que lo hayan aplicado antes de 
que la anulación alcanzara efectos generales, salvo 
en el caso de que la anulación del precepto supusie-
ra la exclusión o la reducción de las sanciones aún 
no ejecutadas completamente”.

Las licencias urbanísticas pueden calificarse como 
actos de aplicación de los instrumentos de planea-
miento, de modo que en caso de nulidad del mismo 
aquéllas sólo y exclusivamente se verán arrastradas 
en caso de tratarse de actos no firmes porque se 
hayan recurrido o sean susceptibles todavía de 
serlo. Así se postula en las Sentencias del Tribunal 
Supremo de 4 de enero de 2008 (Rec. 27/2004), 12 de 
febrero de 2008 (Rec. 5953/2005) y 17 de junio de 2009 
(Rec. 5491/2007). Esta última indica lo siguiente, 

“...Pues bien, la estimación del motivo de casación 
alegado nos impone el deber, según lo dispuesto en 
el artículo 95.2 d) de la Ley de esta Jurisdicción, de 
resolver lo que corresponda dentro de los términos 
en que aparece planteado el debate, que se ciñe, en 
definitiva, a decidir si procede hacer extensiva la 
ejecución de la sentencia a la demolición del edi-
ficio construido en el nº NUM000 de la AVENIDA000 
de la Ciudad de Vigo; contrapretensión articulada 
en el Incidente de ejecución de sentencia, no respon-
dida por la Sala de instancia, y reiteradas en el escri-
to de interposición del recurso de casación. 
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A la vista de tal planteamiento y de conformidad 
con una reiterada línea jurisprudencial, de la que 
daremos cuenta, obvio es que la ejecución de la 
sentencia que nos ocupa no puede extenderse a 
la demolición del edificio por la misma afectado, 
al encontrase el mismo construido al amparo de 
una licencia de obras firme y no impugnada. 

Como síntesis de una prolongada línea jurispru-
dencial, en la STS de 4 de enero de 2008 hemos ex-
puesto que “… por razones de seguridad jurídica se 
atempera el principio de eficacia erga omnes de las 
sentencias anulatorias de las disposiciones de carác-
ter general respecto de los actos administrativos que 
hubiesen adquirido firmeza con anterioridad a que 
la sentencia anulatoria de aquellas disposiciones 
alcanzase efectos generales (Sentencias, entre otras, 
de fechas 26 de febrero de 1996, 28 de enero y 23 de 
noviembre de 1999, 24 y 26 de julio de 2001 y 14 de 
julio de 2004 , y concretamente se ha declarado que 
la anulación de los instrumentos de planeamiento 
deja a salvo las licencias firmes (Sentencia de fecha 
8 de julio de 1992 )”. 

(En este mismo sentido SSTS de 10 de diciembre de 
1992, 30 de marzo de 1993, 26 de abril de 1996, 19 
e mayo y 23 de diciembre de 1999, 31 de enero, 3 
de febrero, 19 de junio y 30 de octubre 2000, 30 de 
septiembre de 2002, 22 de diciembre de 2003 ó 14 
de noviembre de 2004 ).

Así, en esta última STS de 14 de noviembre de 2006 
señalamos que “en el caso de disposiciones gene-
rales, el control judicial de las mismas (art. 1 LJCA), 
permite su impugnación directa e indirecta por los 
interesados (arts. 25 y 26 LJCA) ante los Tribunales y 
acceder con ello de manera inmediata a un pronun-
ciamiento sobre su legalidad y el restablecimiento 
de la situación jurídica individualizada, incluida la 
indemnización de los daños y perjuicios causados, 
según resulta del art. 31 de la citada Ley Jurisdic-
cional. Los efectos de dicho control judicial son 
distintos según se trate de la impugnación directa 
o indirecta, pues en este caso la declaración de 
nulidad se proyecta sobre el acto de aplicación 

y en nada afecta a otros actos fundados en la 
misma norma que no hayan sido impugnados y, 
tratándose de la impugnación directa, si bien la 
declaración de nulidad de la disposición general 
tiene efectos erga omnes, ello no alcanza a los 
actos firmes y consentidos dictados a su amparo 
(art. 102.4 Ley 30/92 y 73 LJCA), de manera que el 
administrado afectado tiene el deber jurídico de so-
portar las consecuencias derivadas de tal actuación 
administrativa que no resulta revisable ni afectada 
por aquella apreciación de ilegalidad de la norma 
que le sirve de amparo”. 

Por su parte en la de STS de 30 de septiembre de 
2002 expusimos que “... aunque en puridad de doc-
trina la declaración de nulidad en una disposición 
general, por ser de pleno derecho, produzca efectos 
“ex tunc” y no “ex nunc” es decir, que los mismos no 
se producen a partir de la declaración, sino que se 
retrotraen al momento mismo en que se dictó la dis-
posición declarada nula, esta eficacia, por razones 
de seguridad jurídica y en garantía de las relacio-
nes establecidas, se encuentra atemperada por el 
artículo 120 de la Ley de Procedimiento Adminis-
trativo, en el que con indudable aplicabilidad tan-
to a los supuestos de recurso administrativo como 
a los casos de recurso jurisdiccional se dispone 
la subsistencia de los actos firmes dictados en 
aplicación de la disposición general declarada 
nula, equiparando la anulación a la derogación, en 
que los efectos son “ex nunc” y no “ex tunc”, si bien 
sólo respecto de los actos firmes permaneciendo en 
cuanto a los no firmes la posibilidad de impugnar-
los en función del Ordenamiento jurídico aplicable 
una vez declarada nula la disposición general”...”

Más reciente su Sentencia de 26 de julio de 2016 
(Rec. 3499/2015), 

“... En efecto, la declaración de nulidad de una 
disposición general produce la privación de 
efectos pro futuro, sin embargo el artículo 73 de 
la Ley de ésta Jurisdicción excluye de los efectos 
de la anulación a los actos administrativos que 
hayan ganado firmeza. 
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En éste sentido, la sentencia de ésta Sala de 12 de 
marzo de 2015 -recurso de casación 1881/2014 - 
dictada en un supuesto similar al actual señala que 
“el planteamiento del recurso que nos ocupa podría 
haber llegado a prosperar si se tratara de extender 
los efectos de la nulidad de un plan a otras disposi-
ciones de carácter general por virtud del principio de 
jerarquía normativa”. 

Pero no es el caso, ya que se trata de actos de apli-
cación dictados en desarrollo de una norma regla-
mentaria. En estos supuestos, continúa señalando 
la indicada sentencia, “en virtud del artículo 73 de 
nuestra Ley jurisdiccional , la declaración de nu-
lidad de la norma reglamentaria comunica sus 
efectos a los actos dictados en su aplicación, a sal-
vo, sin embargo, que dichos actos sean anteriores 
-esto es, se hayan dictado antes de que la anulación 
de la norma general produzca efectos generales- y 
hayan ganado firmeza -porque sus destinatarios 
no los recurrieron en tiempo y forma o, porque si lo 
hicieron, resultaron confirmados mediante senten-
cia firme”...”

Y ¿cabe efectuar la misma conclusión si la licencia 
urbanística se hubiera obtenido por silencio admi-
nistrativo?.

El artículo 21.1 de la LPAC impone a las Adminis-
traciones Públicas el deber de resolver todos los 
procedimientos dictando resolución expresa y noti-
ficándola dentro del plazo máximo establecido, no 
obstante, el legislador, consciente de la posibilidad 
de que aquéllas incumplan la mencionada obliga-
ción, creó la institución del silencio administrativo, a 
la que la exposición de motivos de la Ley 4/1999 ya 
se refirió en los siguientes términos, 

“... Pues bien, esta situación de falta de respues-
ta por la Administración –siempre indeseable– 
nunca puede causar perjuicios innecesarios al 
ciudadano, sino que, equilibrando los intereses 
en presencia, normalmente debe hacer valer el 
interés de quien ha cumplido correctamente con 
las obligaciones legalmente impuestas.

Se exceptúan de la regla general de silencio posi-
tivo lógicamente los procedimientos de ejercicio 
del derecho de petición, los de revisión de actos 
administrativos y disposiciones generales, los ini-
ciados de oficio, y los procedimientos de los que 
pudiera derivarse para los solicitantes o terceros 
la adquisición de facultades sobre el dominio o 
servicio público. Se trata de regular esta capital 
institución del procedimiento administrativo de 
forma equilibrada y razonable, por lo que se 
suprime la certificación de actos presuntos que, 
como es sabido, permitía a la Administración, 
una vez finalizados los plazos para resolver y an-
tes de expedir la certificación o que transcurriera 
el plazo para expedirla, dictar un acto adminis-
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trativo expreso aun cuando resultara contrario 
a los efectos del silencio ya producido. Por todo 
ello, el silencio administrativo positivo produ-
cirá un verdadero acto administrativo eficaz, 
que la Administración pública sólo podrá revisar 
de acuerdo con los procedimientos de revisión 
establecidos en la Ley. Igualmente, se concibe 
el silencio administrativo negativo como ficción 
legal para permitir al ciudadano interesado 
acceder al recurso contencioso-administrativo, 
aunque, en todo caso, la Administración pública 
tiene la obligación de resolver expresamente, de 
forma que si da la razón al ciudadano, se evitará 
el pleito...”

Algunos de estos aspectos se siguen manteniendo 
en la normativa vigente, de modo que el artículo 24 
de la LPAC regula el silencio administrativo en los 
procedimientos iniciados a instancia de parte, seña-
lando en su apartado 2 que el silencio positivo tiene 
“la consideración de acto administrativo finalizador del 
procedimiento”. 

Aplicando estas previsiones a la cuestión que en 
este momento se plantea, debemos concluir que 
si la licencia se ha obtenido por silencio positivo 
previo a que se dicte la sentencia que declare nulo 
el instrumento de planeamiento, aquél constitui-
rá un acto firme y consentido que no podrá verse 
afectado por la declaración de nulidad del instru-
mento de planeamiento. Así lo determina la Sen-
tencia del Tribunal Supremo de 14 de diciembre de 
2020 (Rec. 7929/2019),

“... Concluyendo, a las preguntas que nos formu-
laba el auto de admisión sobre las cuestiones en 
las que apreció interés casacional objetivo para 
la formación de jurisprudencia debemos respon-
der que: 

1ª.- El vencimiento del plazo máximo sin haber-
se notificado por la Administración competente 
resolución expresa sobre la solicitud de una li-
cencia de obra amparada en un Plan General 
de Ordenación Municipal, vigente al transcurso 

de dicho plazo, pero que es anulado poco des-
pués por sentencia judicial firme, legitima al in-
teresado para entenderla estimada por silencio 
administrativo siempre que la licencia fuera con-
forme con dicho planeamiento posteriormente 
anulado. 

2ª.- La declaración de nulidad de un plan gene-
ral de ordenación municipal no comunica sus 
efectos a los actos dictados en su aplicación 
que sean anteriores a que la anulación de di-
cha norma general produzca efectos generales 
y hayan ganado firmeza, también en los casos 
en los que estos actos se hayan producido por 
silencio positivo...”

Tal y como hemos dicho, si las licencias urbanísticas 
son firmes no se verán afectadas por las sentencias 
firmes que declaren la nulidad del instrumento de 
planeamiento. Ante tal hecho cabe plantearse qué 
ocurrirá. por ejemplo, con la primera ocupación de 
la edificación que pueda plantearse una vez dicta-
da la sentencia anulatoria del plan o con las modi-
ficaciones del proyecto de obras que pudieran ser 
necesarias en el transcurso de la ejecución de las 
obras.

Bajo criterio de quien suscribe y por lo que respec-
ta a la primera ocupación, hay que tomar en con-
sideración que ésta tiene por objeto confrontar la 
obra realizada con el proyecto que sirve de soporte 
a la licencia de obras en su día otorgada, así como 
comprobar si se han cumplido las condiciones es-
tablecidas, en su caso, en dicha licencia. De hecho, 
la propia jurisprudencia ha destacado la relación 
que existe entre la primera ocupación y la licencia 
de obras de tal modo que ni puede la Administra-
ción aprovechar aquélla para la revisión de ésta, im-
poniendo condiciones o limitaciones no exigidas al 
concederse la licencia de obras, ni el administrado 
apartarse en ejecución de la construcción de los tér-
minos en que la licencia de obras fue concedida.

En atención a ello y dado que se trata de un mero 
acto de comprobación de si lo ejecutado se ajusta a 
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la licencia urbanística otorgada, así como al proyec-
to que sirvió de base para su concesión, no debería 
existir ningún inconveniente a su reconocimiento. 
Recordemos que la licencia urbanística sería firme 
y consentida y por tanto en nada le habría afectado 
aquella declaración de nulidad. 

Distinta sería la situación en caso de que, otorgada 
una licencia urbanística antes de declarar la nulidad 
del planeamiento, posteriormente se plantease 
una modificación del proyecto que requiriera de la 
obtención de una nueva licencia. 

Como sabemos, declarada la nulidad de un Plan 
General recobra vigencia el instrumento de planea-
miento al que aquel derogó. Y ello porque, como 
pone de manifiesto nuestra jurisprudencia, no de-
bemos confundir la anulación con la derogación de 
las normas jurídicas. Con la primera se produce la 
expulsión de una norma del ordenamiento jurídi-
co por ser contraria a éste y al anularse también se 
anula la disposición derogatoria que ella contenía 
-de ahí que recobre vigencia el anterior planeamien-
to general-. Frente a ello, con la derogación lo que 
se produce, por voluntad del legislador, es la susti-
tución de una norma válida por otra nueva, de ahí 
que la derogación de aquélla no tenga como efecto 
que recobren vigencia las normas que ésta derogó 
(artículo 2.2 del Código Civil). 

La Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de marzo de 
2016 (Rec. 1626/2015) aclara este aspecto en los si-
guientes términos: “... El efecto primordial de la nuli-
dad de una disposición general, categoría a que perte-
necen los instrumentos de planeamiento urbanísticos, 
aun sus modificaciones singulares, es que revive la vi-
gencia de la disposición o norma derogada por la que 
ha sido objeto de anulación...”

Por ello planteada la modificación de un proyecto 
que cuenta con licencia otorgada, aquélla sólo po-
drá ser autorizada en la medida que se ajuste al 
nuevo planeamiento vigente, que como hemos 
indicado será el que derogó el planeamiento anu-
lado. 

La postura de la doctrina 
académica sobre la 
nulidad de pleno derecho 
de los instrumentos 
de planeamiento y sus 
consecuencias
Si bien como hemos comprobado las consecuencias 
de la nulidad del planeamiento parecen claras a los 
ojos del Tribunal Supremo, no lo son tanto si anali-
zamos las voces discrepantes de la doctrina acadé-
mica. 

A tales efectos consideramos oportuno destacar el 
criterio de los profesores Martín Rebollo y  López 
Ramón, que en sendos trabajos publicados en la 
Revista de Administración Pública (“De nuevo sobre 
la invalidez en el Derecho Público, con particular 
referencia a la invalidez de los reglamentos” -RAP 
nº 210/2019- y “La invalidez de los Reglamentos y 
Planes entre la interpretación y la reforma” -RAP nº 
214/2021- respectivamente), defienden la vuelta a 
los postulados jurisprudenciales de los años 70, que 
permitieron modular las consecuencias de los vicios 
de los instrumentos de planeamiento.

Para estos autores, la doctrina defendida por nues-
tros Tribunales que tiene su origen en el año 1999 
supuso un cambio respecto al criterio mantenido 
con anterioridad, cambio que sin embargo no en-
cuentra su motivación en una modificación legislati-
va dado que la regulación de la entonces vigente Ley 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común (Ley 
30/1992) era continuista de la leyes de régimen ju-
rídico y procedimiento administrativo aprobadas en 
los años 1957 y 1958, al igual que lo es la contenida 
en la actual Ley 39/2015. 

Estos autores afirman, al igual que nuestra jurispru-
dencia, la naturaleza reglamentaria del planeamien-
to, que además facilita su control judicial, sin em-
bargo destierran las consecuencias de la nulidad 
de pleno derecho defendida por la jurisprudencia 
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basándose no sólo en el derecho comparado sino 
también en la propia doctrina del tribunal consti-
tucional que en algunos supuestos ha flexibilizado 
los efectos de sus sentencias no proyectando sus 
efectos hacia el pasado dadas las consecuencias 
que de ellas podían derivarse (Sentencia del Tribu-
nal Constitucional nº 195/1998, de 1 de octubre). So-
bre este último aspecto cabe poner de manifiesto 
que la reciente sentencia del tribunal supremo de 
22 de julio de 2021 (rec. 3920/2020) rechaza este 
argumento dada la falta de equivalencia de los 
con-ceptos de nulidad y de inconstitucionalidad 
de las leyes.

A diferencia de la doctrina jurisprudencial, los auto-
res no realizan una interpretación estricta del artí-
culo 47.2 de la LPAC a la vista, por un lado de que 
la invalidez de actos administrativos y reglamentos 
se encuentra regulada en el mismo capítulo y por 
otro, de que al regular la nulidad de pleno derecho 
de los reglamentos el legislador emplea el término 
“también”, lo que parece referirse a una adición, es 
decir, a los reglamentos les sería de aplicación no sólo 
el apartado 2 sino también las causas de nulidad del 
apartado 1. 

Por ello el Pr. López Ramón frente a la rigidez de 
los postulados jurisprudenciales aboga por llevar a 
cabo una reforma no tanto de la legislación del sue-
lo sino más bien del régimen general de invalidez 
contenido en el artículo 47.2 de la LPAC, que concre-
ta en los siguientes aspectos:

• Graduar la invalidez de los reglamentos en vicios
de anulabilidad, vicios de nulidad de pleno dere-
cho,  y vicios no invalidantes, al igual que ocurre
con los actos administrativos.

• Establecer los vicios formales que deben sancio-
narse con la nulidad de pleno derecho del regla-
mento.

• Facultar a nuestros Tribunales para que deter-
minen la conservación de trámites y/o la subsa-
nación de defectos existentes en reglamentos, o
incluso para que flexibilicen los efectos de sus

sentencias en el sentido que en ocasiones ha 
efectuado el Tribunal Constitucional. 

Estos cambios, bajo su criterio, se hacen imprescin-
dibles para conjugar el principio de legalidad con los 
principios de proporcionalidad y seguridad jurídica. 

Conclusiones
La naturaleza reglamentaria de los instrumentos 
de planeamiento constituye actualmente un postu-
lado asumido tanto por los órganos jurisdiccionales 
como por la doctrina, que durante más de veinte 
años ha justificado los pronunciamientos de nues-
tro Tribunal Supremo que afirma, sin excepciones, 
que consecuencia de aquélla los vicios que afecten 
a la validez de los instrumentos de planeamiento 
sólo pueden calificarse como de nulidad de pleno 
derecho, lo que imposibilita la aplicación de las 
técnicas de conservación y convalidación previstas 
en la legislación de procedimiento administrativo 
común.

Pero esa declaración de nulidad de pleno derecho 
en el caso de los Planes Generales no queda ahí, 
pues consecuencia de ella y de sus efectos “ex tunc” 
debe arrastrar irremediablemente a los instru-
mentos de planeamiento de desarrollo. Su carác-
ter normativo les impide subsistir cuando la norma 
que los ampara -Plan General- ha sido expulsada del 
ordenamiento jurídico. 

Todo ello genera para los municipios que se en-
cuentran en tal situación el inicio de una etapa de 
inseguridad jurídica al quedar privado de un pla-
neamiento actualizado y acorde a las nuevas necesi-
dades vecinales, reviviendo los viejos instrumentos 
de planeamiento que en la mayoría de los supues-
tos están desfasados y no adaptados a los nuevos 
conceptos urbanísticos.

Frente a esta postura se alza la dotrina académica, 
que defiende la vuelta al criterio jurisprudencial 
de finales de los años 70 y mantenido hasta el año 
1999, es decir, la posibilidad de que los instrumen-
tos de planeamiento puedan incurrir en vicios de 
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anulabilidad y nulidad, y por tanto que puedan ser 
objeto subsanación. 

Ante este panorama desde la Subdirección General 
de Políticas Urbanas dependiente del Ministerio de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, se han ini-
ciado los trámites para redactar un anteproyecto de 
Ley de modificación del vigente Texto Refundido de 
la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana que aboga 
por resolver los problemas planteados a lo largo de 
este artículo, es decir, los relativos a la nulidad en 
cascada y la imposibilidad de subsanación de los 
vicios formales, clarificando la naturaleza jurídica 

de los instrumentos de planeamiento, admitiendo 
nulidades parciales, establecimiento un régimen 
de subsanación y graduando las consecuencias de 
los vicios formales o de procedimiento. Recordar no 
obstante que éste no es el primer intento de modifi-
cación de la legislación vigente, dado que en el año 
2017 se presentó una proposición de ley cuyo obje-
tivo, como el que en este momento se plantea, era 
acabar con la inseguridad jurídica que creaban las 
sentencias judiciales que anulaban los instrumentos 
de planeamiento, pero que sin embargo no prospe-
ró..
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